
 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 
 

Bogotá D.C., Veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 
 

Expediente:  11001-33-35-025-2015-00016-00 
Demandante:  GLORIA ESPERANZA ACOSTA Y OTROS 
Demandada:  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 13 de diciembre 
de 2021 por la Sección Segunda- Subsección “B” Del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, en la cual resolvió revocar la providencia de 19 de febrero de 2016, 
dictada por ese Despacho y, en su defecto, ordenó negar las pretensiones incoadas 

en la demanda.  

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 13 de diciembre de 2021 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que revocó la sentencia proferida 

por este despacho el 19 de febrero de 2016.  

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de ciento sesenta mil 
pesos ($160.000), por concepto de remanentes de los gastos ordinarios del 
proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho efectúense las actuaciones de ley.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

Expediente:  11001-33-35-025-2018-0422-00 
Demandante:  WALTER EDIGSON IBARRA CASTRO 
Demandada:  NACIÓN- FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 31 de mayo de 
2022 por la Sección Segunda- Sala Transitoria del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, en la cual resolvió confirmar la providencia de 21 de marzo de 2021, 
dictada por ese Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 31 de mayo de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que confirmó la sentencia proferida por este 

Juzgado el 21 de marzo de 2021. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de  CUARENTA Y CINCO 
MIL PESOS ($45.000), por concepto de remanentes de los gastos ordinarios del 
proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA – ORAL 
 

Bogotá D.C., Veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 
 

Expediente:  11001-33-35-025-2019-0048-00 
Demandante:  ALICIA PALOMAR PERDOMO 
Demandada:  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida del 3 de marzo de 
2022 por la Sección Segunda- Subsección “A” del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, en la cual resolvió revocar la providencia de 13 de octubre de 2020, 
dictada por ese Despacho y, en su defecto, ordenó negar las pretensiones incoadas 
en la demanda.  

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 3 de marzo de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que revocó la sentencia proferida por este 

despacho el 13 de octubre de 2020. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de cuarenta y cinco mil 
pesos ($45.000), por concepto de remanentes de los gastos ordinarios del 
proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho efectúense las actuaciones de ley.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

MAM 

 

 



Página 2 de 2 
 

 

 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 80a611d45665c988d453ecb9346b43e6c13ed16c4c0689773ccc9ce15a590695



Documento generado en 29/08/2022 06:00:17 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 6 de abril de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“C”, en la cual resolvió confirmar la sentencia de fecha 21 de septiembre de 2021 

proferida por este despacho. 

 

En consecuencia,  

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 6 de abril de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “C”, que 

confirmó la sentencia proferida por este despacho el 21 de septiembre de 2021. 

2. Ejecutoriado el presente auto, devuélvase a la parte actora el remanente de los 

gastos del proceso, si los hubiere; y archívese el expediente, previa las anotaciones 

a las que haya lugar. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2021-00270-00 
DEMANDANTE: ALBA LIGIA BEJARANO RIVERA 

DEMANDADO(A): 
BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN DE BOGOTÁ 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 

 
Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderado por la señora PAOLA ANDREA 
MOLINA VEGA contra la NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN, de 

no ser porque el suscrito se considera incurso en causal de IMPEDIMENTO que 

es necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00289-00 
DEMANDANTE PAOLA ANDREA MOLINA VEGA 
DEMANDADO NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN  
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ASUNTO MANIFESTACIÓN DE IMPEDIMENTO 



N.R.D. 2022-00289-00 
Demandante: Paola Andrea Molina Vega 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
 
 

 

alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 382 de 2013 como factor salarial para la liquidación de 

TODAS las prestaciones sociales del demandante. 

 

De la lectura de la demanda y sus pretensiones se evidencia que la parte 

demandante reclama el reconocimiento de la bonificación judicial creada mediante 

el Decreto 0382 del 6 de marzo de 2013, como factor salarial para la liquidación y 

pago de las prestaciones sociales para todos los servidores de la fiscalía general 

de la Nación. 

 

En la actualidad me encuentro adelantando demanda en contra de la DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, con el fin de obtener el 

reconocimiento como factor salarial de la bonificación judicial prevista en el 

Decreto 0383 del 6 de marzo de 2013, por lo que considero guarda relación con el 

supuesto jurídico y el debate central del presente, esto es, si la bonificación judicial 

mencionada puede o no considerarse como factor salarial y en tales condiciones 

estimo que mi imparcialidad se vería comprometida al momento de tomar una 

decisión definitiva en este caso. 

 

Si bien es cierto la bonificación judicial para los servidores de la Rama Judicial fue 

creada a través del Decreto 383 de 2013 y para los servidores de Fiscalía General 

de la Nación en el Decreto 382 de 2013, también lo es que ambos tienen sustento, 

objeto y causa idéntica, pues se ocupan de la creación de una bonificación judicial, 

y disponen que se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 
salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, siendo éste último aspecto 

precisamente lo que generó la demanda de la referencia, lo cual genera interés 

indirecto en las resultas del proceso para el suscrito, pues pese a que este tema 

se encuentra regulado en normas diferentes, el aquí actor y el suscrito –de la 



N.R.D. 2022-00289-00 
Demandante: Paola Andrea Molina Vega 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
 
 

 

Fiscalía y la Rama Judicial– defendemos en las respectivas demandas que la 

bonificación judicial en cuestión constituye carácter salarial. 
 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso a crear tres Despachos con carácter transitorio para la 

Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de 

febrero y hasta el 10 de noviembre de 2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés directo en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:  REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 
 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

 
 



N.R.D. 2022-00289-00 
Demandante: Paola Andrea Molina Vega 

Demandada: Nación – Fiscalía General Del La Nación 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 

El Despacho procede a estudiar la admisibilidad del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho interpuesto por la Unidad Administrativa Especial 
de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - 
UGPP, contra Ciro Enrique Beltrán Martín.  
 

Revisado en expediente, se observa que en este momento resulta improcedente la 

admisión de la demanda, toda vez que no se ajusta formalmente a las exigencias 

legales establecidas en la Ley 2080 de 2021, en consecuencia, se debe inadmitir, 

para que en el término legal de diez (10) días, previsto en el artículo 170 del 

CPACA, se subsane(n) el(os) siguiente(s) defecto(s): 

 

II. Poder.  

- Debe aportar un nuevo poder que cumpla con las formalidades establecidas 

en el artículo 74 del Código General del Proceso según el cual “(…) En los 

poderes especiales los asuntos deberán estar determinados y claramente 

identificados (…)”. Lo anterior, teniendo en cuenta, que no obra poder 

dentro del expediente.  

 

II. Estimación razonada de la cuantía.  

- Debe estimar razonadamente la cuantía, es decir, explicar de dónde obtuvo la 

cuantía (operación matemática), aplicando el procedimiento señalado en el 

artículo 157 de 2011 y el 162 de la Ley 1437, modificada por la Ley 2080 de 

2021. Es decir, indicar como obtuvo el valor pretendido.  

 

III. Medida cautelar.  
 

- La solicitud de medida cautelar deberá cumplir con todos y cada uno de los 

requisitos contemplados en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011. 
 
IV. Actos acusados. 

 

- Debe aportar copia de todos y cada uno de los actos acusados.  

  

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00122-00 
DEMANDANTE UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP 

DEMANDADO CIRO ENRIQUE BELTRAN MARTÍN  
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO- 

L4sividad.  



N.R.D. 2022-00122-00 
Demandante: UGPP 

Demandada: Ciro Enrique Beltran Martín 
 
 

 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 
 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, quien actúa a través de 

apoderada judicial, contra CIRO ENRIQUE BELTRAN MARTÍN, de conformidad 

con lo señalado en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos indicados, so pena de 

rechazo.  

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 
Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 
ADMITE LA DEMANDA interpuesta por HÉCTOR WILLIAM FLORIAN CANO en 
contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES   SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO 
CAPITAL DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL. De oficio, 
se ordena vincular a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. En tal virtud, dispone: 
  
1. Notificar personalmente al representante legal de  NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ- 
SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A y/o su delegado, remitiendo mediante correo electrónico o mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones 
judiciales copia del auto admisorio de la demanda atendiendo lo previsto el 
numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 25 de enero de 2021 y  artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de enero de 
2021. 

 
2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 
 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 
lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 
Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 
intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 
acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00308-00 
DEMANDANTE HÉCTOR WILLIAM FLORIAN CANO 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    

NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL 
DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION 
DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0308-00 
Demandante: Héctor William Florián Cano 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN y OTROS 
 

 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 
25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 
traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 
artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 
acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 
hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 
constitutivos de la notificación personal. 

 
5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 
intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 
actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 
establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 
186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 
6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 
posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 
del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 
8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) SAMARA 

ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA identificado(a) con la Cédula de 
Ciudadanía No. 1.020.757.608 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 
289231 del H. Consejo Superior de la Judicatura (fs. 61-62 carpeta 001), del 
expediente digital. 

 
9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 
con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 
los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 
deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 
encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 
antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 
la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 
documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 
respectiva. 

 
10. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la FIDUPREVISORA S.A, para que 

allegue con destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago 
de cesantías de HECTOR WILLIAM FLORIAN CANO identificado con cedula 
de ciudadanía 79717207: 



N.R.D. 2022-0308-00 
Demandante: Héctor William Florián Cano 

Demandada: NACIÓN – MIN. EDUCACIÓN y OTROS 
 

 

 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 
 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin, el año 2020.  

 
11. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la SECRETARIA DE EDUCACION 

DE BOGOTÁ, para que allegue con destino a este Despacho, con ocasión del 
reconocimiento del pago de cesantías de HECTOR WILLIAM FLORIAN CANO 
identificado con cedula de ciudadanía 79717207: 
 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria, para 
cada uno de los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin, para cada uno de 
los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 

ADMITE LA DEMANDA interpuesta por ELISA YOLANDA HERNANDEZ SILVA 

en contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES   SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO 
CAPITAL DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL. De oficio, 

se ordena vincular a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. En tal virtud, dispone: 

  
1. Notificar personalmente al representante legal de  NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ- 
SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A y/o su delegado, remitiendo mediante correo electrónico o mensaje de 

datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones 

judiciales copia del auto admisorio de la demanda atendiendo lo previsto el 

numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 35 de la Ley 

2080 de 25 de enero de 2021 y  artículos 197 y 198 del Código de 

Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de enero de 

2021. 

 

2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 

 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 

AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 

lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 

de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 

intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 

acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00311-00 
DEMANDANTE ELISA YOLANDA HERNANDEZ SILVA 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    

NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL 
DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION 
DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-0311-00 
Demandante: Elisa Yolanda Hernandez Silva 

Demandada: Fomag 
 

 

 

4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 

traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 

Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 

artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 

acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 

hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 

constitutivos de la notificación personal. 

 

5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 

intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 

actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 

establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 

186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 

6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 

posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 

del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 

8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) SAMARA 
ALEJANDRA ZAMBRANO VILLADA identificado(a) con la Cédula de 

Ciudadanía No. 1.020.757.608 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 

289231 del H. Consejo Superior de la Judicatura (fs. 61-64 carpeta 001), del 

expediente digital. 

 

9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 

con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 

los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 

deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 

encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 

antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 

la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 

documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 

respectiva. 

 
10. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la FIDUPREVISORA S.A, para que 

allegue con destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago 

de cesantías de ELISA YOLANDA HERNANDEZ SILVA identificado con 

cedula de ciudadanía 60.339.292: 



N.R.D. 2022-0311-00 
Demandante: Elisa Yolanda Hernandez Silva 

Demandada: Fomag 
 

 

 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 

las cesantías del año 2020. 

 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 

proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 

plataforma dispuesta para tal fin, el año 2020.  

 

11. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la SECRETARIA DE EDUCACION 
DE BOGOTÁ, para que allegue con destino a este Despacho, con ocasión del 

reconocimiento del pago de cesantías de ELISA YOLANDA HERNANDEZ SILVA 
identificado con cedula de ciudadanía 60.339.292: 

 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del 

2020. 
 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 

para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 

su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria, para 

cada uno de los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 

Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin, para cada uno de 

los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: a012546a0cfd8fa1aa997b698362cf3a77fee934a3dd90420494615df3cf5769
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 

 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 

Referencia: 11001-33-35-025-2022-0291-00 
Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
Convocado: OLGA MARLENY NORIEGA MURCIA 
Asunto: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  
 

Procede el Juzgado a pronunciarse respecto de la aprobación o improbación de la 
conciliación extrajudicial celebrada por las partes en audiencia de conciliación 
extrajudicial del 1 de agosto de 2022 ante la Procuraduría 192 Judicial I para 
Asuntos Administrativos de Bogotá.  
 

1. ANTECEDENTES 
 
El apoderado de la parte convocante presentó solicitud de conciliación extra 
judicial ante la Procuraduría General de la Nación el 9 de junio de 2022, 
correspondiéndole a la Procuraduría 192 I para Asuntos Administrativos de 
Bogotá, que mediante auto No. E-2022-3244662 de 9 de junio de 2022, admitió la 
solicitud y señaló el primero (01) de agosto de dos mil veintidós (2022), a las 
nueve de la mañana (9:00 a.m.), para llevar a cabo audiencia de conciliación a 
través de la plataforma Microsoft Teams.  
 
En la audiencia de conciliación el apoderado de la parte convocante señaló:  
 
“Muy respetuosamente me permito solicitarle a la Procuraduría General de la Nación, 
que con el fin de prever demandas de nulidad y restablecimiento del derecho futuras 
contra la Entidad por los hechos que se mencionan en la presente solicitud, permita 
que en audiencia de Conciliación, la CONVOCANTE y los CONVOCADOS celebren 
acuerdo conciliatorio sobre la re liquidación y pago de algunas prestaciones 
económicas contenidos en el Acuerdo 040 de 1991 expedido por la Junta Directiva de 
la extinta Corporanónimas, a saber: PRIMA POR DEPENDIENTES según el caso, 
incluido el porcentaje correspondiente a la RESERVA ESPECIAL DE AHORRO, que 
también se encuentra contenido en el mencionado Acuerdo; lo anterior, por los 
periodos de tiempo y el monto total señalado en las liquidaciones que se adjuntan a la 
presente solicitud. 
 
Para mayor claridad, incluyo el siguiente Cuadro:  
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Respecto de lo anterior, el comité de conciliación de la entidad convocante le 
corrió traslado a la parte convocada, quien acepto lo manifestado por la entidad 
convocante.1 
 

2. CONSIDERACIONES 
 

2.1. Competencia. 
 
Corresponde al Juzgado pronunciarse sobre aprobación o improbacion de la 
conciliación celebrada por las partes en audiencia de conciliación extrajudicial del 
1 de agosto de 2022 ante la Procuraduría 192 I para Asuntos Administrativos de 
Bogotá de conformidad con el artículo 12 del Decreto 1716 de 2009.  
 

2.2. De la conciliación Extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo 
 
Frente a los asuntos que son susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativo, el artículo 2 del Decreto 1716 de 2009 dispuso:  
 

“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades 
públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los 
distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos 
de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas 
en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las 
normas que los sustituyan.  
 

(…)” 

 

Los requisitos que debe contener la petición de conciliación extrajudicial se 
encuentran previstos en el artículo 6 de la misma norma así: 

“Artículo 6°. Petición de conciliación extrajudicial. La petición de conciliación o 
extrajudicial podrá presentarse en forma individual o conjunta por los 
interesados, ante el agente del Ministerio Público (reparto) correspondiente, y 
deberá contener los siguientes requisitos:  

a) La designación del funcionario a quien se dirige;  

 

1 “Igualmente se recibe la manifestación del extremo convocado en el sentido de aceptar totalmente el 
acuerdo”. Ver página 68 del archivo 001. 
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b) La individualización de las partes y de sus representantes si fuere el caso;  

c) Los aspectos que se quieren conciliar y los hechos en que se fundamentan;  

d) Las pretensiones que formula el convocante;  

e) La indicación de la acción contencioso administrativa que se ejercería;  

f) La relación de las pruebas que se acompañan y de las que se harían valer en 
el proceso;   

g) La demostración del agotamiento de la vía gubernativa, cuando ello fuere 
necesario;  

h) La estimación razonada de la cuantía de las aspiraciones;  

i) La manifestación, bajo la gravedad del juramento, de no haber presentado 
demandas o solicitudes de conciliación con base en los mismos hechos;  

j) La indicación del lugar para que se surtan las notificaciones, el número o 
números telefónicos, número de fax y correo electrónico de las partes.  

k) La copia de la petición de conciliación previamente enviada al convocado, en 
la que conste que ha sido efectivamente recibida por el representante legal o por 
quien haga sus veces, en el evento de que sea persona jurídica, y en el caso de 
que se trate de persona natural, por ella misma o por quien esté facultado para 
representarla;  

l) La firma del apoderado del solicitante o solicitantes; (…)” 

De conformidad con el artículo 13 de la misma norma, el acta de acuerdo 
conciliatorio total o parcial adelantado ante el agente del Ministerio Público y el 
correspondiente auto aprobatorio debidamente ejecutoriado, prestarán mérito 
ejecutivo y tendrán efecto de cosa juzgada.  

Sobre los presupuestos que debe analizar el juez para impartir aprobación o 
improbar, la Sección Tercera, Subsección C, de la misma Corporación en 
Sentencia de 14 de marzo de 2016 Radicado N.º. 18001-23-31-000-2004-00422- 
01(50255) puntualizó en síntesis que, “(…) para la aprobación del acuerdo 
conciliatorio se requiere la concurrencia de una serie de presupuestos a saber: (1) 
que no haya operado la caducidad de la acción; (2) que las partes que concilian 
estén debidamente representadas, y que los representantes o conciliadores 
tengan capacidad o facultad para conciliar; (3) que verse sobre derechos 
económicos disponibles por las partes; (4) que lo reconocido patrimonialmente 
esté debidamente respaldado en la actuación; y, (5) que no resulte abiertamente 
lesivo para las partes.” 
 
2.3. De la Reserva Especial de Ahorro como factor base de salario.  
 

La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades –
CORPORANONIMAS-  fue creada como un establecimiento público del orden 
nacional, dotado de personería jurídica, con autonomía administrativa y patrimonio 



Radicado: 11001-33-35-025-2022-0029100 
 Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

                   Convocado: OLGA MARLENY NORIEGA MURCIA 

4 

 

independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico, la cual tuvo como 
funciones entre otras, el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, 
económicas y médico asistenciales consagradas en las normas vigentes para los 
empleados públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de 
Sociedades y de Valores (hoy Superintendencia de Industria y turismo). 
Adicionalmente se encontraba autorizada para “expedir con la aprobación del 
gobierno, reglamentos generales para la atención de las prestaciones a su cargo, 
de conformidad con las normas legales y reglamentarias” (articulo 2 y 5 del 
Decreto 2156 de 1992), uno de ellos el acuerdo No. 040 del 13 de noviembre de 
1991, que en su artículo 58 consagró el pago de la reserva especial se ahorro en 
los siguientes términos:  
 

“Artículo 58. Contribuciones la Fondo de Empleados. RESERVA ESPECIAL 
DEL AHORRO. Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de 
Empleados de la Superintendencia y Corporanónimas, entidad con personería 
jurídica reconocida por las Superintendencia Nacional de Cooperativas. Para tal 
fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos una suma equivalente al 
sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo básico, prima de antigüedad, 
prima técnica y gastos de representación; de este porcentaje entregará 
Corporanónimas directamente al Fondo el quince por ciento (15%) previa 
deducción de la cotización que sea del caso por concepto de afiliación de los 
beneficiarios. Los afiliados forzosos contribuirán mensualmente al Fondo con el 
cinco por ciento (5%) de las asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley.”  
(Negrilla del Despacho). 

 

Posteriormente, dicha Corporación fue suprimida mediante Decreto 1695 de 1997 
dejando el pago de los beneficios económicos del régimen especial de 
prestaciones económicas de sus empleados, contenidos en los Decretos 2739 de 
1991, 2156 de 1992, 2621 de 1993, 1080 de 1996 y el Acuerdo 040 de 1991 de la 
Junta Directiva de Corporanónimas, a cargo de cada una de las 
Superintendencias respectivas.  

 
De lo anterior se concluye que, los beneficios económicos, servicios sociales y 
médico – asistenciales de los empleados de las superintendencias afiliadas a 
CORPORANONIMAS, quedaron a cargo de cada una de la superintendencia 
respecto de sus empleados. 
 
Pese a lo anterior, la superintendencia había excluido la reserva especial de 
ahorro al momento de realizar la liquidación y pago por concepto de PRIMA DE 
ACTIVIDAD, BONIFICACION POR RECREACION, VIATICOS Y HORAS 
EXTRAS.   
 
Sobre le reserva especial de ahorro como base del salario el Consejo de Estado 
en sentencia del 30 de enero de 1997 al respecto señaló: 

 
“(...) Uno de los factores salariales que debe tenerse en cuenta para liquidar las 
indemnizaciones o bonificaciones sería la "asignación básica mensual". Pues bien, 
es evidente que los empleados de la Superintendencia de Sociedades perciben un 

salario mensual a través de dos partidas principales, una reconocida y pagada 

por la propia entidad y otra del 65% adicional a cargo de Corporanónimas. En 
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efecto, cada mes la entidad les cancela su asignación básica y la corporación 

65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que en realidad la asignación 

mensual, fuera de otros factores que pueden concurrir en ella, es el total de lo 

reconocido por los dos organismos. 

 
La aparente antinomia del decreto 2155 de 1992 al utilizar la expresión salario 
promedio del último año y luego determinar unos factores salariales dentro de los 
cuales no aparece ese rubro, no puede alterar la verdad de que la asignación básica 
mensual del empleado cubre los dos pagos ya relacionados. Por tanto, es 
incuestionable que el 65% del salario básico mensual reconocido por 
Corporanónimas debió incluirse para los fines del reconocimiento y pago de las 
indemnizaciones o bonificaciones. 
 
La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje es una 
prestación y no concretamente salario; empero, es ostensible que no se trata de un 
complemento para el empleado o su familia, sino de una retribución directa de sus 
servicios.” (Resaltado fuera de texto) 
 

En cuanto a la naturaleza de la Reserva Especial de ahorro en providencia del 26 
de marzo de 1998 el Consejo de Estado señaló:  

 
“(...) Como lo ha planteado la Corporación en numerosas oportunidades, tal 
como lo precisa el artículo 127 del C.S.T. “Constituye salario no solo la 
remuneración fija u ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o 
en especie y que implique retribución de servicios, sea cualquiera la 
denominación que se adopte…” 
 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado 
reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma 
tenga causa distinta a la del servicio que presta el funcionario e 
indudablemente es factor salarial, “forzoso es concluir que se trata de salario 
y no de una prestación social a título de complemento para satisfacer las 
necesidades del empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación 
mensual que devengaba la actora”, como se sostuvo en la aludida 
providencia del 31 de julio de 1997. 

En consecuencia, constituyendo salario ese 65% pagado mensualmente al 
funcionario por CORPORANÓMINAS, ha debido tenérsele en cuenta para 
liquidarle la bonificación, ya que equivale a asignación básica mensual. 

No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues de no ser así 
significaría que se está recibiendo a título de mera liberalidad y ello no puede 
efectuarse con fondos del tesoro público” (Resaltado fuera de texto)2”. 

 

En el mismo sentido, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en fallos 
recientes se ha pronunciado sobre el tema en los siguientes términos: 

 
“Por lo anterior y de acuerdo con lo señalado en el H. Consejo de Estado, la reserva 
especial de ahorro hace parte de la asignación básica mensual, motivo por el cual 
debe ser tenida en cuenta al momento de liquidar la prima de actividad y la 

 

2Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia 26 de marzo de 1998. Consejero Ponente, Nicolás Pájaro 
Peñaranda, Expediente 13.910, actor Alfredo Elías Ramos Flórez. 



Radicado: 11001-33-35-025-2022-0029100 
 Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

                   Convocado: OLGA MARLENY NORIEGA MURCIA 

6 

 

bonificación especial por recreación”3. 
 

Teniendo en cuenta la normatividad y Jurisprudencia citada anteriormente, se 
concluye que la reserva especial de ahorro que devengan los servidores públicos 
de la Superintendencia de Sociedades, pese a su denominación, hace parte de su 
asignación básica y por consiguiente debe tenerse en cuenta para realizar la 
respectiva reliquidación de las prestaciones sociales, a saber, PRIMA DE 
ACTIVIDAD, BONFICIACION POR RECREACION y VIATICOS.  
 
Ahora bien, respecto de las prestaciones sociales objeto de la reliquidación, el 
artículo 44 del Acuerdo No. 040 de 1991, proferido por la Junta Directiva de la 
Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, dispuso: 
 

“ARTICULO 44. PRIMA DE ACTIVIDAD. Los afiliados forzosos que hayan 
laborado durante un año continuo en la Superintendencia de Sociedades o en 
Corporanónimas, tendrán derecho al reconocimiento de una Prima de Actividad 
en cuantía equivalente a quince (15) días de sueldo básico mensual, que 
perciba a la fecha en que cumpla el año de servicios. Esta prima se pagará 
cuando el interesado acredite que se ha autorizado el disfrute de vacaciones o 
su compensación de dinero.  

 

En lo concerniente a la bonificación por recreación el artículo 3° del Decreto 451 
de 1984, determinó: 

 
“ARTICULO 3o. Los empleados que adquieran el derecho a las vacaciones e inicien 
el disfrute de las mismas, dentro del año civil de su causación, tendrán derecho a 
una bonificación especial de recreación en cuantía equivalente a dos (2) días de la 
asignación básica mensual que les corresponda en el momento de causarlas.  
 
El valor de la bonificación no se tendrá en cuenta para la liquidación de las 
prestaciones sociales y se pagará dentro de los cinco (5) días hábiles anteriores a la 
fecha señalada para la iniciación del disfrute de las vacaciones. (…)”. 
 

Y respecto de los viáticos, tal como lo contempla el artículo 62 del Decreto 1042 
de 1978, estos se fijan según la remuneración mensual que corresponda al 
empleo del funcionario que deba viajar en comisión, la naturaleza de los asuntos 
que le sean confiados y el lugar donde debe llevarse a cabo la labor, dentro de los 
parámetros fijados en cada caso por el legislador. 
 

3. TRÁMITE JUDICIAL. 
 

Teniendo en cuenta que la entidad puede conciliar sobre asuntos de carácter 
particular y contenido económico de que conozca esta jurisdicción, procede el 
Despacho a analizar el contenido de la presente conciliación extrajudicial, y las 
pruebas allegadas al expediente, para establecer si el acuerdo logrado por las 
partes se ajusta al ordenamiento jurídico, así: 
 
 

 

3 Sentencia del 2 de diciembre de 2010, Sección Segunda, Subsección D, Magistrado: Luís Alberto Álvarez 
Parra.  
 



Radicado: 11001-33-35-025-2022-0029100 
 Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

                   Convocado: OLGA MARLENY NORIEGA MURCIA 

7 

 

3.1. Acuerdo conciliatorio sobre acciones o derechos económicos 
disponibles por las partes. En el presente asunto se pretende la reliquidación y 
pago de la Prima por dependientes. Así las cosas, no se están menoscabando 
los derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e 
intransigibles. 
 

3.2. Representación y poder para conciliar. Se verifica que las partes están 
debidamente representadas y facultadas para conciliar, dado que: 
 

- La convocante está representada por el abogado Harol Antonio Mortigo 
Moreno, con C.C. N. º 11.203.114 y T.P. N. º. 266.120 del C. S. de la J4 y  
 

- la parte convocada por el doctor Luis Carlos Noriega Murcia, con C.C. N. º 
19.225.624 y T.P. N. º30.344 del C. S. de la J5, a quienes se le reconoció 
personería en la audiencia de conciliación, ambos poderes con facultad 
expresan para conciliar.   

 

3.3. Soportes del alcance del contenido patrimonial del acuerdo. Aparecen 
igualmente en el expediente las siguientes pruebas: 

 Constancia de radicación de la solicitud de conciliación. (fs.1-16). 
 Certificación expedida por la Secretaría técnica del Comité de conciliación 

de la Superintendencia de Industria y Comercio. (fs.17-19). 
 Poder parte convocante. (fs.20). 
 Derecho de petición por medio de la cual la parte convocada solicito el 

reconocimiento y pago de la prima por dependientes. (fs.28-30). 
 Copia de la aceptación del acuerdo conciliatorio por parte de la convocada. 

(fs.35). 
 Liquidación básica – conciliación. (fls.39) 

 
         

 
 
 

 Certificado expedido por el coordinador del grupo de trabajo de 
administración de personal. (Fls. 43). 

 

4 Ver folio 20 del anexo 001. 
5 Ver folio 63 del anexo 001. 
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 Resolución No. 56290 de 30 de octubre de 2009, por medio de la cual se 
hacen unas incorporaciones en los cargos de la planta de global de la 
Superintendencia de Industria y Comercio. (Fls. 44-50). 

 Resolución No. 22074 de 2018, por medio de la cual se reemplaza un 
beneficiario dependiente”. (Fls. 51-52). 

 Resolución No. 58002 de 2017, por medio de la cual se da por terminado el 
reconocimiento de pago de una prima de dependientes”. (Fls. 53-54). 

 Auto No. 2022-324462 de 9 de junio de 2022, por medio del cual de admite 
la solicitud de conciliación extrajudicial. (Fls. 59-62). 

 Copia del poder parte convocada. (Fls. 63). 
 Acta de audiencia de conciliación de 1 de agosto de 2022, celebrada ante la 

Procuraduría 192 Judicial I para asuntos Administrativos de Bogotá. (Fls. 
67-71). 

 
3.4. El acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público. De las pruebas 
aportadas al expediente y del análisis de los fundamentos jurídicos que originan el 
derecho objeto de la aludida conciliación, se advierte que, el acuerdo logrado entre 
las partes no lesiona el patrimonio público, habida cuenta que versó sobre el 
derecho que tienen los servidores públicos que en el caso subexamine actúan 
como parte actora, a que la PRIMA POR DEPENDIENTES, que perciben como 
funcionarios de la Superintendencia de Sociedades, sea re liquidada y pagada 
teniendo en cuenta la asignación básica y la reserva especial del ahorro.  
 

El Acta de audiencia de conciliación extrajudicial del 1 de agosto de 2022 
celebrada ante la Procuraduría 192 Judicial I Para Asuntos Administrativos, 
contiene una obligación clara, expresa y exigible, y de conformidad con las 
pruebas allegadas al expediente, este Despacho considera procedente impartirle 
aprobación, dada la naturaleza de la prestación solicitada, esto es, la reliquidación 
y pago la prima por dependientes teniendo en cuenta la reserva especial de 
ahorro como factor salarial, que una vez liquidado en debida forma arroja un total 
de OCHO MILLONES CUATROSCIENTOS SETENTA Y NUEVE MIL 
SEISCIENTOS SETENTA Y UN PESOS M/CTE ($ 8.479.671), a favor de la parte 
convocada y a cargo de la parte convocante, acorde con los soportes obrantes en 
el expediente. 
 

Conforme lo expuesto, el Despacho encuentra que en el presente asunto se 
reúnen los requisitos necesarios que hacen viable la aprobación del acuerdo 
conciliatorio logrado entre las partes, por tanto, resulta procedente impartirle 
aprobación a la conciliación extrajudicial, celebrada el 1 de agosto de 2022 por la 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y OLGA MARLENY 
NORIEGA MURCIA ante la Procuraduría Judicial 192 I para Asuntos 
Administrativos. 
 

Por lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C., administrando justica 
en nombre de la República y por autoridad de la ley,        
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R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: APROBAR la conciliación extrajudicial celebrada el 1 de agosto de 
2022 ante la Procuraduría 192 Judicial II Para Asuntos Administrativos, entre 
la SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y OLGA MARLENY 
NORIEGA MURCIA, identificada con la cédula de ciudadanía No.  
51.584.336, por las razones expuestas.  
 

SEGUNDO: En consecuencia, la SUPERINTENDENCIA DE DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO deberá cancelar a la señora OLGA MARLENY NORIEGA MURCIA 
identificada con la cédula de ciudadanía No.  
51.584.336, la suma de OCHO MILLONES CUATROSCIENTOS SETENTA Y 
NUEVE MIL SEISCIENTOS SETENTA Y UN PESOS M/CTE ($ 8.479.671),  
M/CTE. 
 
TERCERO: DECLARAR que esta conciliación hace tránsito a cosa juzgada; y por 
tanto terminado el proceso.  
 
CUARTO: EXPEDIR copias de la documentación respectiva con destino a las 
partes, teniendo en cuenta las precisiones del artículo 114 del C.G.P. 
 
QUINTO: En firme ésta providencia archívese el expediente.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 
Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderada por la señora ALBA CLEMENCIA 
ROJAS ARIAS contra LA NACION – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL, de no ser porque el suscrito se considera incurso en causal de 

IMPEDIMENTO que es necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0295-00 
DEMANDANTE ALBA CLEMENCIA ROJAS ARIAS 
DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR 

DE LA JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ASUNTO MANIFESTACIÓN DE IMPEDIMENTO- Bonificación 

Judicial 
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4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 383 de 2013 como factor salarial para la liquidación de 

TODAS las prestaciones sociales de la demandante. 

 

Así las cosas, y como quiera que a los jueces y empleados de la Rama Judicial sí 

nos  fue reconocida  en  las  mismas  condiciones  que  a  la  demandante,  una 

Bonificación  Judicial  mediante  Decreto  383  de  2013,  existe  un  interés  

directo  o indirecto  en  las  resultas  del  problema  jurídico  que  se  plantea  en  la  

demanda;  lo citado,   máxime   cuando en la actualidad me encuentro 

adelantando demanda en contra de la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL -para   obtener   el reconocimiento  de  la  

bonificación  judicial  como  factor  salarial  para  la  liquidación de  todas  las  

prestaciones  sociales.  

 

Ahora bien, se tiene  que el  presente  litigio entraña  pretensiones  relacionadas  

con el “Reconocimiento  de  la  bonificación judicial  para  los  servidores  de  la  

Rama  Judicial  y  de  la  Justicia  Penal  Militar  (D. 383/13)  como  factor  salarial  

para  todas  las  prestaciones”,  asunto  en  el  cual,  de acuerdo  con  el  informe  

aludido,  todos  los  jueces  se  declaran  impedidos.  Ello es así, porque nos asiste 

interés indirecto en las resultas del proceso, toda vez que los jueces de la 

República también somos destinatarios de la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto  383  de  2013  como  factor  salarial para la liquidación 

de todas las prestaciones sociales. 

 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso crear tres Despachos con carácter transitorio para la Sección 
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Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de febrero y 

hasta el 10 de noviembre de 2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés directo en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

SEGUNDO:   REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 

TERCERO:    Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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Bogotá D.C., Veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 
 

Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderado por  MARTHA JUDITH BOHORQUEZ 
RODRÍGUEZ contra la NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN, de no 

ser porque el suscrito se considera incurso en causal de IMPEDIMENTO que es 

necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
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alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Prima Especial 

mensual equivalente al 30% del salario básico prevista en el artículo 14 de la Ley 

4 de 1992. 

 

En efecto, como es de conocimiento público, los empleados y funcionarios 

judiciales, dentro de estos últimos los Jueces de la República -condición que 
ostenta el titular de este Despacho, y a la cual se asimila el actor para 
afectos de nivelación salarial - hemos librado una justa contienda para obtener 

el aludido reconocimiento y pago de la Prima Especial del 30% establecida en el 

artículo 14 de la Ley 4 de 1992; que quienes han desempeñado, o estamos 

desempeñando cargos de jueces del circuito y los demás funcionarios 

equivalentes, al obtener sentencias favorables al respecto, tendremos un 

argumento jurídico adicional a los fundamentos constitucionales y legales que 
legitiman el invocado derecho, para que sean reclamados en sede 

administrativa y demandados igualmente por vía judicial, su reconocimiento, pago 

y reliquidación de las prestaciones sociales, entre estas las cesantías, teniendo 
como factor salarial la aludida prima.    

 

Visto lo anterior, se tiene que el presente litigio entraña pretensiones relacionadas 

con la “reliquidación de prestaciones sociales dando carácter salarial a la prima 

especial del 30% establecida en el art. 14 de la Ley 4 de 1992”, asunto en el cual,  

todos los jueces administrativos se declaran impedidos. Ello es así, porque nos 

asiste interés indirecto en las resultas del proceso, toda vez que los jueces de la 

República también somos destinatarios de la prima especial prevista por el artículo 

14 de la Ley 4ª de 1992. 

 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso a crear tres Despachos con carácter transitorio para la 
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Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de 

febrero y hasta el 10 de noviembre de 2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés directo en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:  REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 
 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
MAM 
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Bogotá D.C., Veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 
 

Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderado por  DIANA PAOLA MOYA PATIÑO 

contra la NACIÓN – FISCALIA GENERAL DEL LA NACIÓN, de no ser porque el 

suscrito se considera incurso en causal de IMPEDIMENTO que es necesario 

declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
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alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Prima Especial 

mensual equivalente al 30% del salario básico prevista en el artículo 14 de la Ley 

4 de 1992. 

 

En efecto, como es de conocimiento público, los empleados y funcionarios 

judiciales, dentro de estos últimos los Jueces de la República -condición que 
ostenta el titular de este Despacho, y a la cual se asimila el actor para 
afectos de nivelación salarial - hemos librado una justa contienda para obtener 

el aludido reconocimiento y pago de la Prima Especial del 30% establecida en el 

artículo 14 de la Ley 4 de 1992; que quienes han desempeñado, o estamos 

desempeñando cargos de jueces del circuito y los demás funcionarios 

equivalentes, al obtener sentencias favorables al respecto, tendremos un 

argumento jurídico adicional a los fundamentos constitucionales y legales que 
legitiman el invocado derecho, para que sean reclamados en sede 

administrativa y demandados igualmente por vía judicial, su reconocimiento, pago 

y reliquidación de las prestaciones sociales, entre estas las cesantías, teniendo 
como factor salarial la aludida prima.    

 

Visto lo anterior, se tiene que el presente litigio entraña pretensiones relacionadas 

con la “reliquidación de prestaciones sociales dando carácter salarial a la prima 

especial del 30% establecida en el art. 14 de la Ley 4 de 1992”, asunto en el cual,  

todos los jueces administrativos se declaran impedidos. Ello es así, porque nos 

asiste interés indirecto en las resultas del proceso, toda vez que los jueces de la 

República también somos destinatarios de la prima especial prevista por el artículo 

14 de la Ley 4ª de 1992. 

 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso a crear tres Despachos con carácter transitorio para la 
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Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de 

febrero y hasta el 10 de noviembre de 2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

RESUELVE: 
 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés directo en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:  REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 
 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
MAM 
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Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 
Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderado por el señor JAIRO HUMBERTO 
ROMERO AREVALO contra LA NACION – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, de no ser porque el suscrito se 

considera incurso en causal de IMPEDIMENTO que es necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
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alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 
siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 383 de 2013 como factor salarial para la liquidación de 

TODAS las prestaciones sociales del demandante. 

 

Así las cosas, y como quiera que a los jueces y empleados de la Rama Judicial sí 

nos  fue reconocida  en  las  mismas  condiciones  que  al  demandante,  una 

Bonificación  Judicial  mediante  Decreto  383  de  2013,  existe  un  interés  

directo  o indirecto  en  las  resultas  del  problema  jurídico  que  se  plantea  en  la  

demanda;  lo citado,   máxime   cuando en la actualidad me encuentro 

adelantando demanda en contra de la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL -para   obtener   el reconocimiento  de  la  

bonificación  judicial  como  factor  salarial  para  la  liquidación de  todas  las  

prestaciones  sociales. Ahora  bien, se  tiene  que el  presente  litigio entraña  

pretensiones  relacionadas  con el “Reconocimiento  de  la  bonificación judicial  
para  los  servidores  de  la  Rama  Judicial  y  de  la  Justicia  Penal  Militar  (D. 
383/13)  como  factor  salarial  para  todas  las  prestaciones”,  asunto  en  el  cual,  

de acuerdo  con  el  informe  aludido,  todos  los  jueces  se  declaran  impedidos.  

Ello  es así, porque nos asiste interés indirecto en las resultas del proceso, toda 

vez que los  jueces  de  la  República  también  somos destinatarios de la  

inclusión  de  la Bonificación  Judicial establecida  en el  Decreto  383  de  2013  

como  factor  salarial para la liquidación de todas las prestaciones sociales. 

 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 
se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 
nacional” se dispuso  crear tres Despachos con carácter transitorio para la Sección 

Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de febrero y 

hasta el 10 de noviembre de 2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 
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la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés directo en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:   REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 
Sería del caso que esta Judicatura se pronunciara sobre la admisibilidad de la 

demanda presentada mediante apoderada por el señor JORGE ANDRES 
TORRES CALDERÓN contra LA NACION – RAMA JUDICIAL – CONSEJO 
SUPERIOR DE LA JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, de no ser porque el suscrito se considera incurso 

en causal de IMPEDIMENTO que es necesario declarar. 

 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes 
eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la 
ejecución del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero 
interesado. 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0297-00 
DEMANDANTE JORGE ANDRES TORRES CALDERÓN 
DEMANDADO NACIÓN – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR 

DE LA JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.  

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
ASUNTO MANIFESTACIÓN DE IMPEDIMENTO- Bonificación 

Judicial 



N.R.D. 2022-0297-00 
Demandante: Jorge Andres Torres Calderón 

 Demandada: Nación- Rama Judicial –  
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 

 

4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 

siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que el asunto a dilucidar versa sobre la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto 383 de 2013 como factor salarial para la liquidación de 

TODAS las prestaciones sociales de la demandante. 

 

Así las cosas, y como quiera que a los jueces y empleados de la Rama Judicial sí 

nos  fue reconocida  en  las  mismas  condiciones  que  a  la  demandante,  una 

Bonificación  Judicial  mediante  Decreto  383  de  2013,  existe  un  interés  

directo  o indirecto  en  las  resultas  del  problema  jurídico  que  se  plantea  en  la  

demanda;  lo citado,   máxime   cuando en la actualidad me encuentro 

adelantando demanda en contra de la DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL -para   obtener   el reconocimiento  de  la  

bonificación  judicial  como  factor  salarial  para  la  liquidación de  todas  las  

prestaciones  sociales.  

 

Ahora bien, se tiene  que el  presente  litigio entraña  pretensiones  relacionadas  

con el “Reconocimiento  de  la  bonificación judicial  para  los  servidores  de  la  

Rama  Judicial  y  de  la  Justicia  Penal  Militar  (D. 383/13)  como  factor  salarial  

para  todas  las  prestaciones”,  asunto  en  el  cual,  de acuerdo  con  el  informe  

aludido,  todos  los  jueces  se  declaran  impedidos.  Ello es así, porque nos asiste 

interés indirecto en las resultas del proceso, toda vez que los jueces de la 

República también somos destinatarios de la inclusión de la Bonificación Judicial 

establecida en el Decreto  383  de  2013  como  factor  salarial para la liquidación 

de todas las prestaciones sociales. 

 

Ahora bien, debe recordarse que mediante Acuerdo PCSJA22-11918 “Por el cual 

se crean unos cargos con carácter transitorio para Tribunales y Juzgados a nivel 

nacional” se dispuso crear tres Despachos con carácter transitorio para la Sección 



N.R.D. 2022-0297-00 
Demandante: Jorge Andres Torres Calderón 

 Demandada: Nación- Rama Judicial –  
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 

 

Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca a partir del 7 de febrero y 

hasta el 10 de noviembre de 2022. 

 

En virtud de lo anterior, mediante oficio No. CSJBTO22-817 del 24 de febrero 

2022, se informó la Coordinación de los Juzgados Administrativos de Bogotá, que 

la asignación de procesos a los Juzgados Transitorios se realizara en la forma 

dispuesta por el Consejo Seccional mediante acuerdo No. CSJBTA21-44 del 9 de 

junio de 2021, correspondiéndole a Este Estrado Judicial el envío de procesos al 

Juzgado Segundo Administrativo Transitorio. 

Es así como, por Secretaría se remitirá el expediente al Juzgado Segundo 

Administrativo Transitorio de Bogotá, de conformidad con lo dispuesto en dicho 

acuerdo, para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés directo en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

 

SEGUNDO:   REMITIR el expediente el expediente al Juzgado Segundo 
Administrativo Transitorio de Bogotá para lo que estime 

procedente. 

 

TERCERO:    Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 
Visto el informe secretarial que antecede observa el Despacho, que la parte 
accionante subsano la demanda en debida forma tal como se evidencia en la 
carpeta 020 del expediente digital.  
 
Por reunir los requisitos legales establecidos en los artículos 155 ss., 162 ss., del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA) y de conformidad con lo previsto en el artículo 171, este Despacho 
ADMITE LA DEMANDA interpuesta por ASTRID ROCIO PINEDA SUAREZ en 
contra de la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES   SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO 
CAPITAL DE BOGOTÁ- SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL. De oficio, 
se ordena vincular a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. En tal virtud, dispone: 
  
1. Notificar personalmente al representante legal de  NACIÓN- MINISTERIO 

DE EDUCACIÓN    NACIONAL– FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES   
SOCIALES DEL MAGISTERIO- DISTRITO CAPITAL DE BOGOTÁ- 
SECRETARIA DE EDUCACION DISTRITAL Y FIDUCIARIA LA PREVISORA 
S.A y/o su delegado, remitiendo mediante correo electrónico o mensaje de 
datos a las direcciones electrónicas destinadas para recibir notificaciones 
judiciales copia del auto admisorio de la demanda atendiendo lo previsto el 
numeral 8 del artículo 162 del C.P.A.C.A modificado por el artículo 35 de la Ley 
2080 de 25 de enero de 2021 y  artículos 197 y 198 del Código de 
Procedimiento Administrativo, modificados por la Ley 2080 de 25 de enero de 
2021. 

 
2. Notificar Personalmente al MINISTERIO PUBLICO, copia del auto admisorio 

de la demanda, demanda y sus anexos, de conformidad con el artículo 48 de la 
Ley 2080 de 2021, que modifico la Ley 1437 de 2011. 
 

3. Comuníquese este auto en conjunto con la demanda y sus anexos a la 
AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO, en virtud de 
lo preceptuado en el inciso final del artículo 48 de la Ley 2080 de 25 de enero 
de 2021 que modificó el artículo 199 del Código de Procedimiento 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00255-00 
DEMANDANTE ASTRID ROCIO PINEDA SUAREZ 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN    
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Administrativo, el cual señala que esta entidad únicamente interviene por los 
intereses litigiosos establecidos en el Decreto 4085 de 2011, sin que por tal 
acción se le considere como sujeto procesal en el trámite de la referencia. 

 
4. De conformidad con lo previsto en el inciso 4° del artículo 48 de la Ley 2080 de 

25 de enero de 2021 que modificó el artículo 199 del C.P.A.C.A, córrase 
traslado a los demandados, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica, por el término de treinta (30) días, para los efectos del 
artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, término que comenzará a correr de 
acuerdo con el inciso cuarto del articulo 199, es decir después de dos (2) días 
hábiles siguientes al día en que fueron enviados los mensajes de datos 
constitutivos de la notificación personal. 

 
5. PREVENIR a las partes y a sus apoderados, que es deber de los sujetos 

procesales suministrar al Despacho y a los demás sujetos procesales e 
intervinientes, el canal digital para que a través de este se surtan todas las 
actuaciones y notificaciones del proceso o trámite de conformidad con lo 
establecido en el artículo 46 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 
186 de la Ley 1437 de 2011. Así mismo, darán cumplimiento al deber 
establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General del 
Proceso. 

 
6. Se advierte que no se fijarán gastos procesales en este momento procesal, no 

obstante, de requerirse la instancia fijará tales expensas en providencia 
posterior. 
 

7. PREVENIR a la parte demandante que, deberá aportar todas las 
documentales que se encuentren en su poder en los términos del numeral 5 
del artículo 162 de la Ley 1437 de 2011. 

 
8. Tener como apoderado(a) de la parte demandante al(a) abogado(a) PAULA 

MILENA AGUEDELO MONTAÑA identificado(a) con la Cédula de Ciudadanía 
No. 1.030.633.678 y portador(a) de la Tarjeta Profesional No. 277.098 del H. 
Consejo Superior de la Judicatura (fs. 5-6 carpeta 001), del expediente digital. 

 
9. Se advierte a la(a) entidad(es) demandada(s) que, de conformidad con lo 

dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), deberá(n) aportar 
con la contestación de la demanda el expediente administrativo que contenga 
los antecedentes de la actuación objeto del proceso. La inobservancia de este 
deber constituye falta disciplinaria gravísima del(os) funcionario(s) 
encargado(s) del asunto. Vencido el término de traslado, si no se allegaren los 
antecedentes administrativos, por Secretaría requiérase, por una sola vez, a 
la(s) accionada(s) para que en forma inmediata envíe(n) la mencionada 
documentación, so pena de compulsar copias a la instancia disciplinaria 
respectiva. 
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10. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la FIDUPREVISORA S.A, para que 
allegue con destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago 
de cesantías de ASTRID PINEDA SUAREZ identificada con cedula de 
ciudadanía 52.753.250: 

 

 Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 
las cesantías del año 2020. 
 

 Fecha en que la Fiduciaria impartió aprobación o desaprobación del 
proyecto, y remitió a la entidad territorial la decisión adoptada, a través de la 
plataforma dispuesta para tal fin, el año 2020.  

 
11. por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE a la SECRETARIA DE EDUCACION 

DE BOGOTÁ, para que allegue con destino a este Despacho, con ocasión del 
reconocimiento del pago de cesantías de ASTRID PINEDA SUAREZ identificada 
con cedula de ciudadanía 52.753.250: 
 

 Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del 
2020. 

 Fecha en que elaboró, subió y remitió a través de la plataforma dispuesta 
para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con 
su respectivo expediente para que fuera revisado por la fiduciaria, para 
cada uno de los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 Fecha en que la Secretaría subió y remitió el acto administrativo a la 
Fiduciaria, a través de la plataforma empleada para tal fin, para cada uno de 
los años solicitados en la demanda, esto es, 2020. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 26 de julio de 2022, que negó las 
pretensiones de la demanda.  
 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 26 de julio de 2022, que negó las pretensiones de 
la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 19 de julio de 2022, que negó las 
pretensiones de la demanda.  
 
Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 19 de julio de 2022, que negó las pretensiones de 
la demanda.  

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Al revisar el expediente de la referencia, observa este despacho que ninguna de las 

partes solicitó realizar audiencia de conciliación1, como tampoco fue allegado 

memorial con fórmula conciliatoria en este asunto.  

En consecuencia y en aplicación del principio de celeridad, el despacho prescindirá 

de la misma y, por ser procedente, al presentarse en legal término, se concede, en 

el efecto suspensivo, ante el superior, el recurso de alzada propuesto y sustentado 

por la parte demandada2contra la sentencia proferida el 26 de julio de 2022, que 

accedió a las pretensiones de la demanda. 

Comoquiera que la apelación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 26 de julio de 2022, que accedió a las 
pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
MAM 

    

 

 

1 Numeral 2 del artículo 247 de la Ley 2080 de 2021. 
2 De conformidad con lo que obra en el expediente solo hay un memorial de apelación, parte 
demandada.  
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DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 
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Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 6be8cf43c2dc8f7905558d9ba03c94b2762b33217da4eb080e2f39599a9ce274

Documento generado en 29/08/2022 06:00:11 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 

 

 
De conformidad con el informe secretarial que antecede, procede el despacho a 
rechazar la demanda por caducidad previas las siguientes: 
 

ANTECEDENTES 
 
La señora Griselda Rojas Monaga, a través de apoderado judicial, presentó 
demanda dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 
tendiente a obtener las siguientes pretensiones: 
 

“Que se declare la nulidad de los artículos 3 y 5 de la Resolución 0181 del 25 de 

noviembre de 2016, y a su vez que se declarare la nulidad de los actos 

administrativos contenidos en la Resolución 0819 19 de enero de 2017; y la 

Resolución 172 del 12 de mayo de 2017, mediante los cuales declararon la 

obligación de la señora GRISELDA ROJAS MONAGA, de reintegrar a favor de 

la Nación-Ministerio de Hacienda y Crédito Público las mesadas pensionales 

pagadas en el periodo comprendido entre noviembre de 2008 y septiembre 

de 2016.  

 

 Que como consecuencia de la declaración anterior, a título de restablecimiento 

del derecho, solicito se declare que la señora GRISELDA ROJAS MONAGA, 

actuó de buena fe y no adeuda suma alguna por los conceptos que se pretenden 

cobrar en el mandamiento de la orden de pago y por consiguiente se declare 

terminado el proceso coactivo, levantando las medidas ejecutivas o de embargo 

que se encuentren en contra de mi presentada”.  

 

No obstante, al estudiar la pretensión incoada, este Despacho observa que la 
misma se encuentra caduca, por las siguientes razones: 
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CONSIDERACIONES 
 
La caducidad como presupuesto procesal ha sido definida por la jurisprudencia1 
como “la sanción que limita el ejercicio del derecho sustancial como consecuencia 

del uso de las acciones judiciales y los medios de control por fuera del plazo que la 

ley establece para ello. Además, es un presupuesto ligado al principio de seguridad 

jurídica, encaminado a eliminar la incertidumbre que representa la eventual 

revocatoria de los actos de la administración en cualquier tiempo. A su vez, esta 

situación define la carga procesal que tienen las partes para impulsar el litigio, 

pues, de no hacerlo, se pierde la oportunidad para acudir ante la administración de 

justicia”.2  

 

Igualmente, se ha precisado que “Uno de los presupuestos procesales del medio 

de control de nulidad y restablecimiento del derecho consiste en que la demanda 

debe interponerse dentro del término fijado por el legislador, pues, de lo contrario, 

se configura el fenómeno jurídico de la caducidad. En efecto, el ordenamiento 

constitucional establece la garantía de acceso efectivo a la administración de 

justicia, la cual conlleva el deber de ejercer oportunamente el derecho de acción, so 

pena de que las situaciones adquieran firmeza y no puedan ser discutidas en sede 

judicial”.3 
 
Ahora bien, legislativamente la caducidad del medio de control de nulidad y 
restablecimiento del derecho se encuentra prevista en el literal d), del numeral 2º 
del artículo 164 del CPACA, así: 
 

“Artículo 164. Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá 

ser presentada: 

… 

2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 

… 

d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 

deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 

del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 

acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 

disposiciones legales”. 

 
De la normativa en cita se puede concluir que para instaurar el medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho el demandante debe cumplir, entre otros, el 
siguiente requisito: Presentar la demanda dentro de los cuatro 4 meses siguientes 

 

1 SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN A. Consejero ponente: RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS. 
Sentencia del 27 de mayo de 2021. Radicación número: 25000-23-42-000-2015-01000-01(2877-18). Actor: 
GLORIA BETTY ZORRO AFRICANO 
2 Cfr. Sentencia de la Corte Constitucional C-652 de 1997, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, «El derecho de 
acceso a la administración de justicia resultaría seriamente afectado en su núcleo esencial si, como lo anotó la 
Corte, “este pudiera concebirse como una posibilidad ilimitada, abierta a los ciudadanos sin condicionamientos 
de ninguna especie”. Tal interpretación, evidentemente llevaría a la parálisis total del aparato encargado de 
administrar justicia, e implicaría per se la inobservancia de ciertos derechos de los gobernados, en particular 
aquel que tienen las personas de obtener pronta y cumplida justicia». 
3 14SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN A. Consejero ponente: RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS. 
Sentencia del 27 de mayo de 2021. Radicación número: 25000-23-42-000-2015-01000-01(2877-18). Actor: 
GLORIA BETTY ZORRO AFRICANO. 
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a la expedición del acto, contados a partir del día siguiente al de la comunicación, 
notificación, ejecución o publicación. 
 
El Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “C”, en sentencia del 24 de 
marzo de 2011, consejero ponente Enrique Gil Botero, Radicación número: 05001-
23-24-000-1996-02181-01(20836), sobre la caducidad señaló: 
 

“La caducidad es la sanción que consagra la ley por el no ejercicio oportuno del 

derecho de acción, en tanto al exceder los plazos preclusivos para acudir a la 

jurisdicción, se ve limitado el derecho que le asiste a toda persona de solicitar 

que sea definido un conflicto por el aparato jurisdiccional del poder público. Es 

decir, las normas de caducidad tienen fundamento en la seguridad jurídica que 

debe imperar en todo ordenamiento, en el sentido de impedir que situaciones 

permanezcan en el tiempo, sin que sean definidas judicialmente. En otros 

términos, el legislador establece unos plazos razonables para que las 

personas, en ejercicio de una determinada acción y, con el fin de satisfacer una 

pretensión específica, acudan al aparato jurisdiccional a efectos de que el 

respectivo litigio o controversia, sea resuelto de manera definitiva por un juez 

de la república con competencia para ello.  

 

Así las cosas, es la propia ley la que asigna una carga a los integrantes del 

conglomerado social para que, ante la materialización de un determinado 

hecho, actúen con diligencia en cuanto a la reclamación efectiva de los 

derechos reconocidos sustancialmente por las disposiciones jurídicas que de 

dichos supuestos fácticos se desprenden, sin que las partes puedan convenir 

en su desconocimiento, modificación o alteración. (…) debe entenderse la 

caducidad como un fenómeno jurídico en virtud del cual el administrado pierde 

la facultad de accionar ante la jurisdicción, por no haber ejercido su derecho 

dentro del término que señala la ley.  Ello ocurre cuando el plazo concedido por 

el legislador para formular una demanda vence sin que se haya hecho ejercicio 

del derecho de acción. Dicho lapso está edificado sobre la conveniencia de 

señalar un plazo objetivo, invariable, para que quien considere ser titular de un 

derecho opte por accionar o no.” 

 
 

Es pertinente señalar que cuando se pretenda el reconocimiento y pago de 
prestaciones sociales de carácter periódico, no es aplicable la regla de caducidad 
de los 4 meses para el ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del 
derecho, por así haberlo previsto el numeral 1, del artículo 164 de la Ley 1437 de 
2011, que consagró las excepciones a la regla general de la caducidad del medio 
de control. 
 
Como lo ha señalado el Consejo de Estado, son prestaciones periódicas aquellos 
pagos que habitual y periódicamente percibe el trabajador, originados en una 
relación laboral o con ocasión de ella, que se componen de prestaciones sociales, 
que son beneficios para cubrir riesgos del empleado y no sociales, como el pago 
del salario. Respecto al carácter de periodicidad de una prestación, ha dicho que 
estas se refieren a aquellas prestaciones que son de término indefinido, como el 
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caso de las pensiones, es decir, de aquellos derechos que subsisten durante la 
vida de su titular o sus sucesores4. 
 
Así las cosas, los pagos únicos o unitarios  (la devolución de dineros solicitada con 
la demanda), aunque deriven de conceptos de un reconocimiento pensional, no 
denota las características de las “prestaciones periódicas”, en tanto no son sumas 
que se perciban de manera habitual, permanente o continua; luego, no 
resultaría aplicable para el cómputo de la caducidad del medio de control incoado 
el numeral 1 literal c) del artículo 164 del CPACA, que permite su formulación en 
cualquier tiempo en tratándose de prestaciones periódicas, que no es el caso bajo 
examen.  
 
Del caso en concreto. 
 
En el asunto que se analiza, encuentra el Despacho que la parte demandada 
solicita la nulidad de: i) La Resolución 0181 del 25 de noviembre de 2016, ii) 
Resolución 0819 de 19 de enero de 2017, iii) Resolución 172 del 12 de mayo de 
2017.  
 
Ahora bien, si analizamos el último acto administrativo, el cual dio por finalizada la 
actuación administrativa, esto es, la Resolución 172 del 12 de mayo de 2017, la 
misma fue notificada, el 23 de mayo de 20175, es decir, que el término para 
presentar la demanda, comenzó a contarse a partir del día siguiente a su 
notificación, por lo tanto, tenía hasta el 25 de septiembre de 2017, para acudir a la 
Jurisdicción de lo contencioso Administrativo, o en su defecto suspender el termino 
de caducidad. No obstante, la parte demandante presentó la demanda hasta el 25 
de abril de 20226. 
 
Resalta el Despacho, que para la fecha en la cual presentó la demanda ya había 
operado el fenómeno jurídico de la caducidad, en tanto, el actor tenía hasta el 25 
de septiembre de 2017, para presentarla, no obstante, lo hizo el 25 de abril de 
2022.   
 
Para mayor claridad se ilustra el siguiente cuadro: 
 

ACTO FECHA  
 

 Resolución 172 del 12 de 
mayo de 20177, “por medio 
de la cual se resuelve un 
recurso”. 

 
 Notificación del acto 

administrativo el 23 de mayo 
de 20178.  

 

4Auto del 18 de febrero de 2020, Sección 2ª, Subsección A, radicado No 25000-23-42-000-2014-03046-01 
(2479-18), C.P. WILLIAN HERNANDEZ GOMEZ. 
5 Ver folio 102 del archivo 013 del expediente digital.  
6 Ver Archivo 004 del expediente digital.  
7 Ver folio 24 del Archivo 002 del expediente digital.  
8 Ve folio 102 del Archivo 013 del expediente digital. 
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 Acta de Reparto Juzgado 

 

 25 de abril de 2022. 

 
Teniendo en cuenta el anterior contexto fáctico, en consonancia con el marco 
normativo y jurisprudencial descrito, se concluye que en el presente caso operó el 
fenómeno jurídico de la caducidad para el ejercicio del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, motivo por el cual se rechazará la demanda de la 
referencia.  
 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C., 
 

R E S U E L V E: 

PRIMERO:  RECHAZAR por caducidad la demanda presentada por GRISELDA 
ROJAS MONAGA contra el Conjunto de Derechos y Obligaciones 
de la Extinta Fundación San Juan de Dios y Hospitales: Instituto 
Materno Infantil- Hospital San Juan de Dios- Liquidada- Unidad 
Administrativa Especial de Pensiones del Departamento de 
Cundinamarca, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia. 

 
SEGUNDO: Ejecutoriado este auto, archívese el expediente, previa las 

anotaciones a las que haya lugar. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
MAM 
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Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-0025-00 
DEMANDANTE: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 
DEMANDADO: MARTHA VARGAS 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - 
LESIVIDAD 

 

Tema: Anuncia sentencia- Lesividad 

 

Vencidos los términos de que tratan los artículos 172 y 173 del CPACA, sería del caso 

fijar fecha y hora para realizarla audiencia inicial de que trata el artículo 180 ibídem, no 

obstante, la actuación guarda correspondencia con lo preceptuado en los literales a), 

b) y c) del numeral primero del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021: 

 
“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del 
siguiente tenor: 
 
ARTÍCULO 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 
 

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 
demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 
desconocimiento; 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final 
del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. 
 

[…]” 

 

Así las cosas, como quiera que en la presente controversia el asunto es de puro 
derecho y las pruebas necesarias para proferir una decisión de fondo fueron 
allegadas con la demanda, y sobre ellas no se formuló tacha alguna, en esta 

oportunidad es procedente dar aplicación a la norma trascrita y dictar sentencia 

anticipada. 
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Por consiguiente, de conformidad con la norma en comento y en amplia garantía del 

derecho al debido proceso de los implicados y como una medida de dirección procesal1, 

previo a correr traslado para alegar de conclusión, el Juzgado fijará el litigio y, en 

seguida, identificará e incorporará los medios de prueba que conformarán el material 

de evidencia para la solución de la controversia, probanzas que, aunque ya son 

conocidas por las partes, estarán disponibles para ser consultadas en medio digital, a 

través del respectivo hipervínculo, las anteriores medidas se imparten en cumplimiento 

de lo previsto en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021. 

  

Así mismo, el Despacho ejercerá el control de legalidad que corresponde, según lo 

normado por el artículo 207 del CPACA. 

 

En mérito de lo anterior, este Despacho, 
 

RESUELVE 

 

PRIMERO. Sentencia Anticipada: ANUNCIAR que en la presente controversia será 

proferida sentencia anticipada, de conformidad con el artículo 182A del CPACA. 
 
SEGUNDO. Fijación del Litigio: Consiste en determinar si procede la nulidad de la 

Resolución SUB 249807 de 19 de noviembre de 2020, por medio de la cual se ordenó 

la reliquidación de la pensión de vejez de la señora Martha Vargas, toda vez, que se le 

reconocieron valores superiores a los que en derecho corresponden; y si a título de 

restablecimiento del derecho, hay lugar a ordenar a la demandada al reintegro de la 

totalidad de los recursos girados a mesadas, retroactivo y aportes a salud.  

 

TERCERO. Pruebas: TENER e INCORPORAR como pruebas, con el valor legal que 

la ley les otorga, las siguientes: 

 

Por la parte demandante. Copia del expediente pensional. (Carpeta 002, consta de 

1003 folios).  

 

- Resolución GNR 78174 de 11 de marzo de 2014, por medio de la cual se 

resuelve un recurso de reposición en contra de la Resolución 111905 de 27 de 

mayo de 2013. (Fls. 1- 8).  
- Resolución VPB 15563 de 12 de septiembre de 2014, por medio de la cual se 

resuelve un recurso de apelación en contra de la Resolución 111905 de 27 de 

mayo de 2013. (Fls. 9- 16). 
- Resolución GNR 236311 de 11 de agosto de 2016, por medio de la cual se 

ordena la reliquidación de una pensión vitalicia de vejez. (Fls. 17- 25). 
- Resolución VPB 39544 de 14 de octubre de 2016, por medio de la cual se 

resuelve un recurso de apelación contra la Resolución 23611 de 11 de agosto 

de 2011. (Fls. 26- 34). 
- Resolución SUB 249807 de 19 de noviembre de 2020, por medio de la cual se 

resuelve un trámite de prestaciones económicas en el régimen de prima media 

con prestación definida. (Fls. 35-46). 

 
1 Artículo art. 29 CP y art. 42.1 CGP 
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- Resolución SUB 37413 de 15 de febrero de 2021, por medio de la cual se 

resuelve un trámite de prestaciones económicas en el régimen de prima media 

con prestación definida (pensión de vejez. Ordinaria). (Fls. 47- 55). 
- Resolución DPE 1399 de 01 de marzo de 2021, por medio de la cual se resuelve 

un trámite de prestaciones económicas en el régimen de prima media con 

prestación definida pensión de vejez- Queja. (Fls. 56- 60). 
- Resolución APSU 2433 de 22 de septiembre de 2021, por la cual se da apertura 

a un término probatorio en el curso de una actuación administrativa. (Fls. 61- 68. 
- Resolución SUB 286962 de 29 de octubre de 2021, por medio de la cual se 

resuelve un trámite de prestaciones económicas en el régimen de prima media 

con prestación definida (sobrevivientes- recurso de apelación). (Fls. 69- 78).  
- Certificado expedido por la Administradora Colombiana de Pensiones- 

Colpensiones, durante el periodo del 2018-10 al 2021-10. (Fls. 79).  
- Certificación de salarios mes a mes. (Fls. 82- 90).  
- Auto de pruebas radicado No. 2021-4591573, por la cual se da apertura a 

término probatorio en el curso de una actuación administrativa. (Fls. 93- 100).  
- Certificación electrónica de tiempos laborados. (Fls. 101- 152).  
- Certificación de factores salarial último año de tiempos públicos. (Fls. 157).  
- Reporte de semanas cotizadas periodo de enero de 1967 a noviembre de 2020. 

(Fls. 172- 181).  
- Certificación de tiempos laborados formato CETIL. (Fls. 251- 276).  
- Reporte de semanas cotizadas periodo de enero de 1967 a junio de 2021. (Fls. 

289- 324).  
- Reporte de semanas cotizadas periodo de enero de 1967 a julio de 2021. (Fls. 

328- 341).  
- Reporte de semanas cotizadas periodo de enero de 1967 a agosto de 2021. 

(Fls. 342- 353).  
- Reporte de semanas cotizadas periodo de enero de 1967 a septiembre de 2021. 

(Fls. 357-369).  
- Reporte de semanas cotizadas periodo de enero de 1967 a octubre de 2021. 

(Fls. 379-390).  
- Liquidación de prestación. (Fls. 391-486). 
- Resolución Radicado no. 2012_334503- 2012_32705, por medio de la cual se 

reconoce una pensión de vejez. (fls. 522- 527). 
- Resolución radicado No. 2016_7222988, por medio de la cual se ordena la 

reliquidación de una pensión mensual vitalicia de vejez. (Fls. 645- 653).  
- Liquidación Resolución No. GNR 236311 de 11 de agosto de 2016. (Fls. 727- 

815). 
- Liquidación Resolución VPB 15563 de 12 de septiembre de 2014. (Fls. 816- 

826). 
 

Por parte de la demandada. De conformidad con el informe secretarial que milita en 

el archivo 011 del expediente digital, se desprende que el extremo pasivo de la Litis, 

no contestó la demanda.  
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CUARTO. Consulta del Expediente: PONER a disposición de las partes y del 

Ministerio Público el expediente completo de la presente controversia en medio digital, 

que podrá ser consultado aquí2. 

 

QUINTO. Alegatos de Conclusión: una vez ejecutoriado este auto, CORRER 
traslado a las partes por el término de diez (10) días, a fin de que se sirvan rendir sus 

alegatos de conclusión por escrito.  

 

El señor Agente del Ministerio Público, si a bien lo tiene, podrá presentar concepto 

dentro del término dispuesto en el párrafo anterior. 

  
SEXTO. Término de Decisión: ADVERTIR que la sentencia anticipada será proferida 

por escrito, dentro de los veinte (20) días siguientes al vencimiento de la oportunidad 

para alegar de conclusión. 

 
SÉPTIMO. Control de Legalidad: según lo prevé el artículo 207 del CPACA, una vez 

revisada la actuación, no se encuentra causal de nulidad alguna que invalide lo 

actuado, están dados los presupuestos procesales para continuar con el trámite 

procesal, y tampoco se avizora que deba proferirse sentencia inhibitoria. 

 

OCTAVO: Notificar la presente providencia mediante estado electrónico, en atención 

a lo dispuesto en el artículo 50 de la ley 2080 de 2021 que modificó el inciso tercero 

del artículo 201 de la Ley 1437 de 2011.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 
MAM 

 

 

 

 

 
2 Si el hipervínculo no funciona, copie la siguiente dirección electrónica en su navegador web: 110013335025-2022-

00025-00 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha dos (2) de agosto de dos mil veintidós (2022), 

que negó las pretensiones de la demanda (Archivo 031 del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 2 de agosto de 2022 que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2019-00033-00 
DEMANDANTE JUAN FELIPE ARANGURE CORREDOR  

DEMANDADO SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE - SENA 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 110013335-025-2019-00033-00 

Demandante: JUAN FELIPE ARANGURE CORREDOR 

Demandada: SENA 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 
 

Procede el Despacho a resolver las solicitudes de adición y aclaración de sentencia 

promovidas por la parte actora. 

 

1. Las solicitudes. 
 
Dentro del término de ejecutoria de la sentencia de primera instancia, la 

demandante presentó solicitud de adición y, en subsidio, aclaración de sentencia 

[031], toda vez que “solicito al despacho se permita aclarar si sólo se está 

reconociendo el auxilio de cesantías y las demás prestaciones sociales y primas 

salariales no se ordena su pago.”. 

 

En defecto de la adición, en el sentido de “resolver acerca de los factores salariales 

reclamados como pretensiones, es decir, la prima semestral, la prima técnica y 

bonificación por servicios prestados.” 

 

De la misma manera depreco la solicitud de corrección de la sentencia de la 

siguiente manera: “en su numeral cuarto dispone el restablecimiento del derecho a 

cargo de la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur E.S.E., siendo la entidad 

demandada la Secretaría Distrital de Integración Social.” 

 
2. Consideraciones. 

 
2.1. Oportunidad. 

 

El memorial fue radicado dentro del término de ejecutoria de la sentencia de 19 de 

julio de 2022, y por tal razón, de conformidad con los artículos 285, 286 y 287 del 

CGP, resulta oportuno. 

 
2.2. De la adición de sentencia. 

 
El instituto de adición de providencias fue consagrado por el artículo 287 del CGP, 

y resulta procedente cuando “la sentencia omita resolver sobre cualquiera de los 

extremos de la litis o sobre cualquier otro punto que de conformidad con la ley debía ser 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-00082-00 
DEMANDANTE MIREYA LEURO VASQUEZ 
DEMANDADO BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL –SECRETARÍA 

DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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objeto de pronunciamiento”, acto que deberá materializarse a través de sentencia 

complementaria. 

 

En el caso sub examine la demandante considera que el aludido fallo no se  

“resolver acerca de los factores salariales reclamados como pretensiones, es decir, 

la prima semestral, la prima técnica y bonificación por servicios prestados.” no 

obstante, soslaya que el ejercicio resolutivo, incluido el ordinal “SÉPTIMO” de la parte 

resolutiva de la decisión, tiene como fundamento una muy comprensiva 

argumentación legal y jurisprudencial que lo soporta, a partir del cual, el Juzgado 

dispuso restablecer los derechos de la actora con el reconocimiento de las 

prestaciones sociales ordinarias y especiales que se hubieren podido causar, 

excluyendo cualquier tipo de reconocimiento de salario y factor salarial. 

 

Ello es así, con estricto apego a las sentencias de unificación jurisprudencial CE-

SUJ2-005- 16 y SUJ-025-CE-S2-2021, ampliamente citadas en el fallo de primera 

instancia, última de las cuales enuncia: 

 

“95. Si bien el numeral tercero del artículo 32 de la Ley 80 establece, de manera 
expresa, que los contratos de prestación de servicios no son fuente de una 
relación laboral ni generan la obligación de reconocer y pagar prestaciones 
sociales, la jurisprudencia de esta corporación y de la Corte Constitucional, ha 
admitido que tal disposición no es aplicable cuando se demuestran los 
elementos configurativos de una relación laboral. 
 
96. Esto es así, en virtud del mandato superior (artículo 53) que consagra la 
prevalencia de la realidad frente a las formas, caso en el cual debe concluirse, 
que, si bajo el ropaje externo de un contrato de prestación de servicios se 
esconde una auténtica relación de trabajo, esta da lugar al surgimiento del 
deber de retribución de las prestaciones sociales a cargo de la Administración. 
No obstante, aun cuando se acrediten los mencionados elementos del contrato 
de trabajo, lo que emerge entre el contratista y la entidad es una relación 
laboral, gracias a la aplicación del principio de la primacía de la realidad sobre 
las formalidades, por lo que, en ningún caso, será posible darle la categoría de 
empleado público a quien prestó sus servicios sin que concurran los elementos 
previstos en el artículo 122 de la Carta Política. 
 
97. Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala reúne las siguientes 
manifestaciones, que habrán de servirle al juez contencioso-administrativo 
como parámetros o indicios de la auténtica naturaleza que subyace a cada 
vinculación contractual.” 

 

Por consiguiente, ha de estarse a la parte considerativa de la providencia, en la que 

se advirtió: 

 

“Siendo así, el Juzgado encuentra probado el ejercicio continuamente 
subordinado y dependiente de las funciones profesionales de trabajadora social 
ejercidas por la señora Córdoba Bolívar, lo que, sumado a los elementos de 
prestación personal del servicio y remuneración previamente decantados, 
impone concluir que entre ella y la Administración existió una relación laboral 
subordinada durante los siguientes lapsos: 
 
[…] 
Por ende, la señora Córdoba Bolívar tiene derecho al reconocimiento y 
pago de las correspondientes prestaciones sociales especiales y 
ordinarias no prescritas. 
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Se aclara que tales reconocimientos, han de ser liquidados con el valor de los 
honorarios pactados, como quiera que la pluricitada sentencia de unificación 
dejó claro que “[p]ese a hallarse probados los elementos configurativos de una 
relación laboral en virtud del principio de primacía de la realidad sobre las 
formalidades [prestación personal del servicio, contraprestación y 
subordinación o dependencia], destaca la Sala que ello no implica que la 
persona obtenga la condición de empleado público, ya que no median los 
componentes para una relación de carácter legal y reglamentaria en armonía 
con el artículo 122 superior”, premisa que el Despacho hace suya y que guiará 
las órdenes de restablecimiento a que haya lugar. 
 
Finalmente, como lo tiene dicho la jurisprudencia pacífica del Consejo de 
Estado, el reconocimiento de existencia de la relación de trabajo subordinada 
no le otorga a la parte demandante la condición de empleado público.” 

(Destaca el Despacho) 
 

Aspecto que, en franca congruencia, dio origen a la resolutiva en la que fue 

ordenado el pago de prestaciones sociales y negadas las demás pretensiones de la 

demanda, dentro de las cuales, como es apenas natural, se encuentra el 

reconocimiento de salario o factores salariales, razón por la cual, la adición pedida 

no encuentra sustento de hecho que la haga prospera, y ha de ser despachada de 

manera desfavorable. 

 

No sobra aclarar que, la accionante cuenta con la oportunidad de impugnar la 

sentencia en el aspecto cuya añadidura requiere, si así lo considera pertinente. 

 

2.3. De la aclaración de sentencia. 
 
De acuerdo con el artículo 285 del CGP, la sentencia no es revocable ni reformable 

por el juez que la profirió, sin embargo “podrá ser aclarada, de oficio o a solicitud de 

parte, cuando contenga conceptos o frases que ofrezcan verdadero motivo de duda, 

siempre que estén contenidas en la parte resolutiva de la sentencia o influyan en ella”. 

 

En la presente oportunidad la demandante requiere se aclare el concepto 

“prestaciones sociales” contenido en la parte decisoria del fallo “solicito al despacho 

se permita aclarar si sólo se está reconociendo el auxilio de cesantías y las demás 

prestaciones sociales y primas salariales no se ordena su pago.”. 

 

Para el Despacho, el término “prestaciones sociales” corresponde a una tipología 

de emolumento previsto en las leyes y los reglamentos que no es confundible ni 

homologables a otro tipo de recompensas que guardan carácter salarial, de manera 

que la petición de explicación de aquella expresión no encuentra asidero lógico 

material que haga necesaria alguna intervención en orden a dilucidar el alcance de 

lo definido en la parte decisoria de la sentencia de primera instancia. 

 
2.4. Precisión ulterior – término para impugnar la sentencia. 

 
El artículo 243 del CPACA prevé que el recurso de apelación contra las sentencias 

de primera instancia “deberá interponerse y sustentarse ante la autoridad que profirió la 

providencia, dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación”; sin embargo, en 

vista de las solicitudes de adición y aclaración formuladas, se impone estar al 
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contenido del Auto de unificación jurisprudencial de 12 de abril de 20181, en el cual 

la Sección Segunda del Consejo de Estado despachó la siguiente subregla de 

interpretación normativa: 

 

“Primero: Unificar su postura interpretativa frente a los siguientes aspectos 
jurídicos:  
 
El término para interponer el recurso de apelación contra una sentencia 
proferida dentro del procedimiento ordinario regulado por el CPACA, cuando la 
solicitud de su adición es negada después del cómputo de la ejecutoria inicial 
del fallo, es de diez (10) días contados a partir de la notificación de la 
providencia que así lo resuelve. Lo anterior, bajo un criterio de interpretación 
pro homine de los artículos 247 ordinal 1.º del CPACA, y 287 – inciso final- y 
322 ordinal 2.º inciso 2 del CGP.” 
 

2.5. De la corrección de la sentencia. 
 
 
Así las cosas, el artículo 286 del Código General del Proceso, frente a la adicción 

establece:   

 

“ARTÍCULO 286. CORRECCIÓN DE ERRORES ARITMÉTICOS Y 
OTROS. Toda providencia en que se haya incurrido en error puramente 
aritmético puede ser corregida por el juez que la dictó en cualquier tiempo, de 
oficio o a solicitud de parte, mediante auto.  
 
Si la corrección se hiciere luego de terminado el proceso, el auto se notificará 
por aviso.  
 
Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplica a los casos de error por omisión 
o cambio de palabras o alteración de estas, siempre que estén contenidas en 
la parte resolutiva o influyan en ella.”  

 
Encuentra el Despacho que lo deprecado encaja en lo denominado como corrección 

y para tal efecto no se hace necesario que sea deprecado en el término de 

ejecutoria.   

  

Así las cosas, se procede a verificar lo manifestado por el solicitante. Los numerales 

primero y segundo de la parte resolutiva de la sentencia dispusieron:  

 

“CUARTO. - Como consecuencia de las anteriores declaraciones, y a título de 
restablecimiento del derecho, se ordena a la Subred Integrada de Servicios de 
Salud Sur E.S.E., lo siguiente:   
 

A. Que reconozca, liquide y pague a la actora, de sus propios recursos, el auxilio de 
cesantías que se hayan causado por el periodo comprendido el 14 de febrero de 
2006 y el 18 de noviembre de 2020, con excepción de las interrupciones 
avizoradas en la parte motiva, para lo cual tomará en cuenta que el ingreso sobre 
el cual se deben calcular tal prestación serán los honorarios pactados en los 
distintos contratos celebrados, según corresponda en el tiempo. 
 

B. Que reconozca, liquide y pague a la actora, de sus propios recursos, las diferencias 
que arroje la liquidación de las prestaciones sociales, desde el 3 de julio de 2012 
y el 18 de noviembre de 2020, respecto de los cuales la accionada calculará su 
base de acuerdo a los honorarios pactados en los distintos contratos celebrados, 
según corresponda en el tiempo.  

 
1 Consejo de Estado (sección segunda), expediente 25000-23-42-000-2014-04339-01 (3223-17). 
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C. Aportes al sistema de seguridad social en pensiones. Efectuada la precitada 

liquidación, la accionada deberá tomar durante el lapso comprendido entre , el 14 
de febrero de 2006 y el 18 de noviembre de 2020 con excepción de las 
interrupciones avizoradas en la parte motiva, el ingreso base de cotización (IBC) 
pensional de la demandante (los honorarios pactados), mes a mes, y si existe 
diferencia entre los aportes realizados como contratista y los que se debieron 
efectuar, cotizar al respectivo fondo de pensiones la suma faltante por concepto de 
aportes a pensión solo en el porcentaje que le correspondía como empleador. Para 
efectos de lo anterior, la actora deberá acreditar las cotizaciones que realizó al 
mencionado sistema durante sus vínculos contractuales y en la eventualidad de que 
no las hubiese hecho o existiese diferencia en su contra, tendrá la carga de cancelar 
o completar, según el caso, el porcentaje que le incumbía como trabajadora. De 
existir diferencia a favor del demandante deberá ser devuelta a aquella. 
 
QUINTO.- DECLARAR que el tiempo laborado por la actora a la Subred Integrada 
de Servicios de Salud Sur E.S.E. entre el 14 de febrero de 2006 y el 18 de 
noviembre de 2020, debe ser computado para efectos pensionales, acorde con la 
sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ2-005-162.”   
 

Se avizora que en el numeral cuarto y quinto, de la sentencia, se plasmó 

erradamente como entidad accionada a la Subred Integrada de Servicios de 
Salud Sur E.S.E., siendo la correcta Bogotá, D.C. – Secretaría Distrital de 
Integración Social de Bogotá, D.C. 
 

En virtud de lo anterior y, como quiera que en la referida providencia se incurrió en 

un error mecanográfico, lo procedente es corregir el mismo.   

 

3. Decisión. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá, Sección Segunda – Oral, 

 
RESUELVE: 

1°. CORREGIR el numeral cuarto y quinto de la parte resolutiva de la sentencia 

proferida el 19 de julio de 2022, de la siguiente manera:   

  

“CUARTO. - Como consecuencia de las anteriores declaraciones, y a 

título de restablecimiento del derecho, se ordena a Bogotá, D.C. – 
Secretaría Distrital de Integración Social de Bogotá, D.C., lo 

siguiente:   

 
A. Que reconozca, liquide y pague a la actora, de sus propios 

recursos, el auxilio de cesantías que se hayan causado por el periodo 

comprendido el 14 de febrero de 2006 y el 18 de noviembre de 2020, 

con excepción de las interrupciones avizoradas en la parte motiva, para 

lo cual tomará en cuenta que el ingreso sobre el cual se deben calcular 

tal prestación serán los honorarios pactados en los distintos contratos 

celebrados, según corresponda en el tiempo. 

 

 

2
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda; Sentencia de unificación jurisprudencial CE-

SUJ2-005-16 de 25 de agosto de 2016; expediente 23001-23-33-000-2013-00260-01(0088-15); C.P. Carmelo Perdomo 
Cuéter.  
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B. Que reconozca, liquide y pague a la actora, de sus propios 

recursos, las diferencias que arroje la liquidación de las prestaciones 

sociales, desde el 3 de julio de 2012 y el 18 de noviembre de 2020, 

respecto de los cuales la accionada calculará su base de acuerdo con 

los honorarios pactados en los distintos contratos celebrados, según 

corresponda en el tiempo.  

 

C. Aportes al sistema de seguridad social en pensiones. 
Efectuada la precitada liquidación, la accionada deberá tomar durante el 

lapso comprendido entre , el 14 de febrero de 2006 y el 18 de 
noviembre de 2020 con excepción de las interrupciones avizoradas en 

la parte motiva, el ingreso base de cotización (IBC) pensional de la 

demandante (los honorarios pactados), mes a mes, y si existe diferencia 

entre los aportes realizados como contratista y los que se debieron 

efectuar, cotizar al respectivo fondo de pensiones la suma faltante por 

concepto de aportes a pensión solo en el porcentaje que le correspondía 

como empleador. Para efectos de lo anterior, la actora deberá acreditar 

las cotizaciones que realizó al mencionado sistema durante sus vínculos 

contractuales y en la eventualidad de que no las hubiese hecho o 

existiese diferencia en su contra, tendrá la carga de cancelar o 

completar, según el caso, el porcentaje que le incumbía como 

trabajadora. De existir diferencia a favor del demandante deberá ser 

devuelta a aquella. 

 

QUINTO.- DECLARAR que el tiempo laborado por la actora a la Secretaría 
Distrital de Integración Social de Bogotá, D.C. entre el 14 de febrero de 
2006 y el 18 de noviembre de 2020, debe ser computado para efectos 

pensionales, acorde con la sentencia de unificación jurisprudencial CE-SUJ2-

005-163.”  

 

2°. NEGAR las solicitudes de adición y aclaración formuladas respecto de la 

sentencia proferida el 19 de julio de 2022, dentro del expediente de la referencia. 

 

3°. ACLARAR que el termino para promover recurso de apelación contra el aludido 

fallo es de diez (10) días, contados a partir de la notificación de este auto. 

 

4°. Agotado el término de que trata el numeral anterior, reingrese el expediente al 

Despacho, para lo que en derecho corresponda. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

 

3
 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda; Sentencia de unificación jurisprudencial CE-

SUJ2-005-16 de 25 de agosto de 2016; expediente 23001-23-33-000-2013-00260-01(0088-15); C.P. Carmelo Perdomo 
Cuéter.  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., Veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 
Encontrándose el expediente al Despacho para pronunciarse en relación a la 

solicitud radicada el 16 de febrero de 2022 (folios 3 y 4- carpeta050 del expediente 

digital), allegado por la doctora Nancy González Cárdenas, en la que informa del 

fallecimiento de la señora Lucia Pulido Roa (q.e.p.d), observa este Estrado Judicial 

que, al revisar el expediente se advierte que la señora Pulido Roa fue vinculada al 

proceso como litisconsorte. 

 

Igualmente, se evidencia que dentro del plenario faltan pruebas que acrediten el 

grado de parentesco de los presuntos herederos con la señora Lucia Pulido Roa 

(q.e.p.d), es decir, los registros civiles de nacimiento de los señores: JOSÉ 
ANTONIO PULIDO ROA, MARÍA ALIRIA PULIDO ROA, JACINTO PULIDO ROA 
Y LUIS EDUARDO PULIDO ROA. En otras palabras, deberá allegar los registros 

civiles de nacimiento de los hermanos de la señora Lucia Pulido Roa (q.e.p.d), 

 
Además se le solicita a la abogada que allegue al expediente todos y cada uno de 

los documentos que acrediten que los presuntos herederos tenían algún grado de 

parentesco con la señora Lucia Pulido Roa (q.e.p.d), 

 

Por lo expuesto, se ordena que por la Secretaria del Despacho se requiera a la 

Doctora Nancy González Cárdenas, para que dentro del término de diez (10) días, 

contados a partir del recibo del oficio correspondiente, para darle cumplimiento a la 

orden judicial. Una vez se allegue respuesta, ingrésese el expediente al 
Despacho para decidir lo pertinente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

MAM 

    

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2018-0154-00 
DEMANDANTE: MARÍA MERCEDES GONZALEZ DE AREVALO 
DEMANDADO: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES – 

CREMIL 
VINCULADA:  

LUCIA PULIDO ROA 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



Expediente 2018-0154 
Demandante: María Mercedes González De Arévalo 

Demandado: CREMIL 
 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

Firmado Por:

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 96e51b099c793d7a450ef8c14b10dcde115f164647ec6e9f6298597491c824b9

Documento generado en 29/08/2022 06:00:14 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

 

 

Revisada la liquidación de costas efectuada por la Secretaría del Despacho, y 

conforme lo autoriza el artículo 366 del CGP, el Juzgado 25 Administrativo del 
Circuito Judicial de Bogotá – Sección Segunda Oral, 
 

RESUELVE 
 
1.- APROBAR la liquidación de costas del proceso liquidada por la Secretaría de este 

Estrado Judicial, que asciende al valor de UN MILLÓN OCHOCIENTOS DIECISIETE 
MIL CINCUENTA Y DOS PESOS  ($1.817.052). 
 

2.- Ejecutoriado este auto, dispóngase el trámite procesal pertinente. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

(Firma electrónica en seguida) 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

JUEZ 
 

 

 

CLM. 

 

 

 

 

 

 

 

PROCESO: 11001-33-35-025-2013-00471-00 
DEMANDANTE: JANNETTE ALEYDA MARTÍN CRUZ   
DEMANDADO: HOSPITAL SIMÓN BOLIVAR III NIVEL E.S.E. y 

vinculada ELCY ROBLEDO GARZÓN  
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 18 de mayo  de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“C”, en la cual resolvió revocar la providencia de 20 de septiembre de 2016, dictada 

por este Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 18 de mayo de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “C”, que 

revocó la sentencia proferida por este Juzgado el 20 de septiembre de 2016. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de NOVENTA MIL 
PESOS M/CTE ($90.000), por concepto de remanentes de los gastos ordinarios 
del proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2015-00460-00 
DEMANDANTE: NOEL ALVARADO CORREDOR  

DEMANDADO(A): 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTRECCIÓN SOCIAL 
- UGPP 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 



N.R.D. 2015-00460-00 

Demandante: NOEL ALVARADO CORREDOR   
Demandada: UGPP  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 4 de mayo  de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“B”, en la cual resolvió revocar la providencia de 3 de septiembre de 2019, dictada por 

este Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 4 de mayo de 2022 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “B”, que 

revocó la sentencia proferida por este Juzgado el 3 de septiembre de 2019. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de CINCUENTA MIL 
PESOS M/CTE ($50.000), por concepto de remanentes de los gastos ordinarios 
del proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00020-00 
DEMANDANTE: EDGARDO ROMERO DUARTE  

DEMANDADO(A): 
CAJA DE SUELDOS DE RETIRO  DE LA POLICÍA 
NACIONAL - CASUR 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 



N.R.D. 2019-00020-00 

Demandante: EDGARDO ROMERO DUARTE   
Demandada: CASUR  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., Veintinueve (29) de agosto de dos mil veintidós (2022) 

 

 
 

 
 

 
 
 
Una vez analizada la actuación y visto el informe secretarial que antecede, procede el 
despacho a decidir sobre el rechazo del medio de control de protección de derechos 
e intereses colectivos. 

I. ANTECEDENTES 

 

El señor Laurentino Quiroga Moreno, interpuso acción de cumplimiento en contra de 
la ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ, por la presunta vulneración de los derechos e 
intereses colectivos al patrimonio público, goce de un ambiente sano, la  realización  
de  construcciones,  edificaciones  y  desarrollos  urbanos respetando  las  
disposiciones  jurídicas,  de  manera  ordenada  dando prevalencia al beneficio de la 
calidad de vida de los habitantes, causado  a  juicio  del accionante,  por  un  error  
técnico que presenta el Plan de Ordenamiento Territorial (POT), en el cual se 
confunde el tranvía –Regiotram con un tren. 

Mediante auto del 12 de agosto de 2022, se inadmitió la acción popular de la referencia 
a fin de que el actor popular acreditara el cumplimiento del requisito de procedibilidad 
frente a la accionada, y enviara de manera simultánea por medio electrónico copia de 
la demanda y de sus anexos a la entidad demandada, de la misma forma lo requirió 
para que indicara el canal digital donde debía ser notificada la entidad. 
 
Frente a lo anterior el actor popular guardó silencio. 
 

II. CONSIDERACIONES 

 

El artículo 20 de la Ley 472 de 1998, por la cual se desarrolla el artículo 88 de la 
Constitución Política de Colombia en relación con el ejercicio de las acciones 
populares y de grupo y se dictan otras disposiciones, en relación con el rechazo de la 
acción popular dispone: 
 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2022-00304-00 
ACTOR(A): LAURENTINO QUIROGA MORENO 
DEMANDADO(A): ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ 

ACCIÓN: ACCIÓN POPULAR 



 

Expediente: 2022-00304-00 
Actor: LAURENTINO QUIROGA MORENO 

Demandado: ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA 
 

  

“ARTICULO 20. ADMISION DE LA DEMANDA. Dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la presentación de la demanda o petición inicial, el juez competente 
se pronunciará sobre su admisión. 
 
Inadmitirá la demanda que no cumpla con los requisitos señalados en esta 
ley, precisando los defectos de que adolezca para que el demandante los 
subsane en el término de tres (3) días. Si éste no lo hiciere, el juez la 

rechazará” (Negrilla por el Despacho). 
 
Así las cosas, la providencia mediante la cual se inadmitió la acción se notificó a los 
respectivos correos electrónicos el 16 de agosto de 2022 (Carpeta008), luego el actor 
tenía hasta el 23 de agosto de 2022 para allegar la subsanación referida, situación 
que no efectuó, por lo que tal hecho obliga a rechazar la demanda en aplicación de lo 
prescrito en el inciso 2 del artículo 20 de la Ley 472 de 1998. 

 

 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá – Sección Segunda Oral,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO. - RECHAZAR la demanda en ejercicio del medio de control de protección 
de derechos e intereses colectivos, presentada por el señor LAURENTINO QUIROGA 
MORENO en contra de la ALCALDÍA MAYOR DE BOGOTÁ, por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. - Ejecutoriado este auto, por Secretaría, archívese el expediente, previas 
las constancias de rigor. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

ADL 
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